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La regulación de las prohibiciones de 
contratar aparece contenida en los 
arts. 71 a 73 de la LCSP. Dentro de las 
que se originan en una condena penal, 
el art. 71.1 a) se refiere a determinados 
delitos, cuya condena origina ex lege 
una prohibición de contratar. Junto a 
estos supuestos, puede dan lugar a 
una prohibición de contratar la conde-
na por delitos cuyos tipos prevén ex-
presamente su imposición: arts. 262, 
286, ter, 424, 429, 436 y 310 del CP.

Dentro de las que tienen su origen 
en una resolución administrativa san-
cionadora, la LCSP distingue entre las 
que se deben a una infracción admi-
nistrativa muy grave y las que tienen 
su razón de ser en una infracción gra-
ve. El supuesto de hecho se configura 
de un modo más amplio que en el art. 
60 del TRLCSP, añadiendo la sanción 
por falseamiento de la competencia y 
suprimiendo en materia medioambien-
tal la remisión a la norma concreta que 
tipificaba la infracción y preveía la im-
posición de la sanción.

Forma de apreciación 
de la prohibición

La forma de apreciación de la 
prohibición variará en función de si la 
sentencia o resolución administrativa 
la imponen especialmente o no. En el 
primer caso, se apreciará directamente 

por el órgano de contratación, en cuyo 
caso tendrá la duración marcada en la 
sentencia o en la resolución adminis-
trativa sancionadora, surtiendo efectos 
desde la firmeza de la sentencia o reso-
lución administrativa que la aprecie. Si 
la sentencia o resolución administrati-
va no contiene un pronunciamiento ex-
preso, la apreciación de su concurren-
cia y la determinación de su duración 
requiere la tramitación de un proce-

dimiento administrativo incoado por 
la JCCPE y resuelto por el ministro de 
Hacienda y Función Pública. El órgano 
de contratación tiene vedada la posibi-
lidad de apreciación de la concurrencia 
de la causa de prohibición cuando esta 
no ha sido impuesta expresamente en 
sentencia o resolución administrativa 
(RTACRC nº 653/2017, de 14 de julio).

El órgano jurisdiccional o admi-
nistrativo que dicte la sentencia o re-

solución, deben comunicar a la JCCPE 
testimonio o copia de la de la reso-
lución. De no hacerlo así, puede ésta 
incoar directamente el procedimiento 
cuando tenga conocimiento de su exis-
tencia. La incoación del procedimiento 
administrativo podría realizarse incluso 
por denuncia (art. 62 de la LPACAP), 
y cualquier persona podría personarse 
en el procedimiento como interesado 
al amparo de lo dispuesto en el art. 4.1 
c) de la citada LPACAP.

En relación con este procedimien-
to, el art. 19.3 del RD 1098/2001, de 
12 de octubre, ordena dar audiencia al 
contratista antes de presentar al órga-
no competente la propuesta de resolu-
ción y el art. 19.4 prevé que el alcance 
y duración de la prohibición, se deter-
minará atendiendo a la existencia de 
dolo o mala fe y a la entidad del daño 
causado a los intereses públicos.

La LCSP acoge una relevante no-
vedad respecto de prohibiciones que 
tienen su origen en la imposición de 
sanciones administrativas, previendo 
que no procederá declararlas cuando 
se adopten las medidas técnicas, or-
ganizativas y de personal apropiadas 
para evitar la comisión de futuras 
infracciones, entre las que quedará 
incluido el acogimiento al programa 
de clemencia en materia de compe-
tencia.

Esta exclusión no puede aplicarse 
cuando la causa de prohibición sea 
la prevista en el artículo 71.1. a) de la 
LCSP. No existen razones, sin embar-
go, para excluir la aplicación de esta 
exclusión a los supuestos en los que la 
condena penal no se impone por la co-
misión de los delitos mencionados en 
el citado art. 71.1 a) de la LCSP, sino en 
aquéllos que prevén expresamente la 
necesaria o potestativa imposición la 
prohibición de contratar.

Momento de la adopción 
de este tipo de medidas

La ley es flexible en la delimitación 
del momento de la adopción de este 
tipo de medidas: a diferencia de los 
modelos de gestión a que se refiere 
el art. 31 bis del CP, que exige taxa-
tivamente que se hayan ejecutado y 
adoptado antes de la comisión del deli-
to, parece que podrían implementarse 
incluso una vez que haya concurrido 
la causa de prohibición, pues habla de 
evitar la comisión de futuras infraccio-
nes. Y la ley admite además la virtua-
lidad de las adoptadas no sólo antes 
de la apreciación de la causa de prohi-
bición, sino después, previendo que la 
prohibición declarada pueda revisarse 
en cualquier momento de su vigencia 
mediante la acreditación de la adop-
ción las citadas medidas.

Guarda silencio la LCSP sobre de 
las características de estas medidas 
organizativas. Un criterio interpretati-
vo adecuado para delimitar su alcance 
es el art. 31 bis 5 del CP, que se refiere 
a la identificación de las actividades, 
establecimiento de protocolos o proce-
dimientos de formación de la voluntad 
de la persona jurídica, implantación 
de modelos de gestión de los recursos 
financieros, imposición de obligación 
de información sobre posibles riesgos 
e incumplimientos, establecimiento de 
un sistema disciplinario que sancione 
adecuadamente el incumplimiento 
del modelo y verificación periódica del 
modelo y de su eventual modificación.
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Tal y como señala la STJUE de 18 de 
enero de 2018 (caso Ruiz Conejero), la 
«excesiva morbilidad intermitente», 
implica una serie de costes para las 
empresas como el pago directo de la 
prestación de Seguridad Social duran-
te los primeros 15 días de inactividad, 
sin que pueda reclamar su devolución 
a la Tesorería General de la Seguridad 
Social, los costes de la sustitución y el 
coste indirecto derivado de la dificultad 
de suplir las ausencias breves.

En este sentido, señala el tribunal 
que combatir el absentismo laboral, 
constituye una medida de política 
social y de empleo en la que los Esta-
dos miembros disponen de un amplio 

margen de apreciación. Sin embargo, 
es preciso comprobar si la normativa 
nacional es adecuada a esta finalidad 
y no va más allá de lo necesario para 
lograrla, lo que corresponde al órgano 
jurisdiccional remitente. Como ya se-
ñaló la sentencia de 11 de abril de 2013 
(C-335 y 337/11, caso Ring), no debe ig-
norarse el riesgo de las personas con 
discapacidad para reincorporarse al 
mercado de trabajo y sus necesidades 
específicas ligadas a la protección de 
su estado.

Por tal motivo, el artículo 52.d) 
del ET no computa como causa de 
extinción del contrato las ausencias 
debidas a enfermedad o accidente 
no laboral, cuando la baja haya sido 
acordada por los servicios sanitarios 
oficiales y tenga una duración de más 
de veinte días consecutivos, como 
tampoco las ausencias derivadas de 
un tratamiento médico de cáncer o 
enfermedad grave. De este modo, el 
legislador español ha pretendido lo-
grar un equilibrio entre los intereses 
de la empresa y la seguridad y pro-
tección de los trabajadores, evitando 
situaciones injustas (apartados 42 y 
ss, caso Ruiz Conejero).

Así, para proceder al despido 
objetivo por esta causa, las faltas de 

asistencia han de alcanzar de manera 
alternativa:
1. El 20% de las jornadas hábiles en 2 

meses consecutivos. En este caso, 
se exige también que el total de las 
faltas de asistencia del trabajador 
despedido en los 12 meses anterio-
res alcance el 5% de las jornadas 
hábiles.

2. El 25% de las jornadas hábiles en 4 
meses discontinuos, dentro de un 
periodo de 12 meses.

Diferentes posturas sobre los 
plazos para el cómputo

La pregunta es: Esos 12 meses, 
¿cuándo empiezan a computarse? 
¿Desde la fecha de despido o desde la 
fecha de la última IT?

Hasta ahora, el Tribunal Supremo, 
entre otras, en su sentencia de 9 de di-
ciembre de 2010, se había pronunciado 
sobre la necesidad de que los periodos 
de 2 meses consecutivos o 4 meses 
discontinuos se computaran en los 12 
meses previos a la IT inicial.

No obstante, en su reciente sen-
tencia de 19 de marzo de 2018, el Tribu-
nal Supremo aclara que el lapso tem-
poral a tener en cuenta para calcular 
las faltas de asistencia del trabajador, 

viene constituido por los 12 meses an-
teriores a la fecha del despido, y no los 
12 meses anteriores a la primera falta 
por IT.

En concreto, en el presente caso, 
el trabajador estuvo de baja por enfer-
medad común en los períodos com-
prendidos entre 18.11.2013 a 2.12.2013 
y, posteriormente, del 3.01.2014 al 
10.01.2014. El 14.02.2014, la empre-
sa notificó al trabajador su despido, 
por considerar que entre el período 
18.11.2013 y 17.01.2014 había faltado el 
41,8% de los días al trabajo (18 días de 
43), y en el período comprendido en-
tre 18.01.2013 y 17.01.2014 el 8% de los 
días (18 días de 225). Es decir, la em-
presa calculó sobre los 12 meses ante-
riores a la fecha de finalización de la IT.

Pues bien, tanto el Juzgado de lo 
Social de Barcelona, como el TSJ de 
Cataluña, consideraron que el despi-
do del trabajador era improcedente por 
entender que el día a partir del cual de-
bía computarse hacia atrás el plazo de 
los 12 meses era el 18.11.2013, es decir, 
el día de inicio de la IT.

Finalmente, el Tribunal Supre-
mo señaló que el plazo a computar 
a efectos de la aplicación del artículo 
52 ET será el comprendido entre el día 
15.02.2013 y el día 14.02.2014 (fecha 

del despido). De esta forma, dado que 
en este período el número de inasis-
tencias del trabajador fue de 18, en 
225 días laborales, lo que supone la 
inasistencia justificada del 8% de los 
días en el período de un año, el despido 
objetivo es ajustado a lo dispuesto en 
el artículo 52 ET y, por lo tanto, pro-
cedente.

Despido objetivo por absentismo

En conclusión, los cálculos para 
realizar un despido objetivo por ab-
sentismo serán los siguientes:
1. Primero, analizaremos si existe un 

20% de faltas de asistencia en dos 
meses consecutivos dentro de los 
doce meses anteriores a la fecha 
del despido.

2. Segundo, analizaremos si existe, 
asimismo, y una vez cumplamos 
con el primer requisito, un 5% de 
faltas de asistencia en los doce 
meses anteriores a la fecha del 
despido.

3. Tercero, y para el caso de que no 
cumplamos con el paso 1 y 2, anali-
zaremos si existe un 25% de faltas 
de asistencia en cuatro meses dis-
continuos, también dentro de los 
doce meses anteriores a la fecha 
del despido
Esta sentencia aclara los requisi-

tos para el cómputo de las ausencias 
cortas, justificadas y reiteradas. Tam-
bién la supresión del porcentaje de 
absentismo colectivo, necesario hace 
años para justificar el individual, por la 
reforma laboral de 2012, facilitó esta 
tarea en las empresas. En definitiva, 
no es una cuestión sencilla acometer el 
absentismo derivado de la incapacidad 
temporal por contingencias comunes, 
en el caso de trabajadores «reinciden-
tes». Un medio eficaz es el desarrollo 
de una buena política de dirección de 
personas en la empresa, de modo que 
mejore el clima laboral.

Aclaración sobre el cómputo de las faltas 
justificadas al trabajo en un despido objetivo
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La LCSP acoge una relevante novedad respecto de prohibiciones 
que tienen su origen en la imposición de sanciones 
administrativas

El legislador español ha pretendido lograr un equilibrio entre 
los intereses de la empresa y la seguridad y protección de los 
trabajadores

Un medio eficaz es el desarrollo de una buena política de 
dirección de personas en la empresa


